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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES ‒ Fundamento ‒ Taxatividad ‒ Interpretación restrictiva

Las inhabilidades e incompatibilidades constituyen restricciones o límites especiales a la capacidad para contratar con las entidades estatales. En cuanto excepciones al principio general de capacidad y limitaciones al ejercicio de derechos, solo pueden tipificarse en la Constitución o en la ley, son taxativas y su interpretación debe ser restrictiva: no es admisible la interpretación extensiva ni la aplicación analógica para ampliar el alcance de las causales legalmente fijadas.

INCOMPATIBILIDAD DEL LITERAL C) DEL NUMERAL 2 DEL ARTÍCULO 8 DE LA LEY 80 DE 1993 ‒ Cónyuge o compañero permanente ‒ Servidores de los niveles directivo, asesor o ejecutivo ‒ Control interno o fiscal

El literal c) del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 impide participar en licitaciones y celebrar contratos estatales con la entidad respectiva al cónyuge, compañero o compañera permanente del servidor público de los niveles directivo, asesor o ejecutivo, de un miembro de la junta o consejo directivo, o de quien ejerza funciones de control interno o de control fiscal. La causal exige que el servidor con quien existe el vínculo ejerza el cargo o la función en la entidad con la cual se pretende contratar.

LA ENTIDAD RESPECTIVA ‒ Alcance ‒ Entidad estatal contratante ‒ Personería jurídica

La expresión “la entidad respectiva” del encabezado del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 alude a la entidad estatal contratante, esto es, a la persona jurídica que adelanta el proceso de selección y comparece como parte en el contrato manifestando su consentimiento por conducto de su representante legal. Así lo confirma la lectura sistemática del numeral, cuyo literal b) se refiere expresamente a los servidores y a quienes ejercen el control interno o fiscal “de la entidad contratante”. La identificación o estructuración de la necesidad contractual por una dependencia de otra entidad pública no muta la condición de parte contratante ni amplía el alcance de la causal.

ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS ‒ Personería jurídica ‒ Sector administrativo ‒ No extensión analógica de las incompatibilidades

Los establecimientos públicos son entidades descentralizadas dotadas de personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y patrimonio independiente, conforme a la Ley 489 de 1998. La pertenencia de varias entidades a un mismo sector administrativo es un criterio de orientación y coordinación que no unifica su personalidad jurídica ni permite tratarlas como una sola entidad para efectos del régimen de inhabilidades e incompatibilidades, cuya interpretación restrictiva impide extender la causal del literal c) a entidades distintas de la contratante, sin perjuicio del análisis independiente que corresponda en materia de conflictos de interés.
Bogotá D.C., 03 de septiembre de 2026
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Bogotá D.C.

	

	Concepto C-1257 de 2026


	Tema:                   
	INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES ‒ Fundamento ‒ Taxatividad ‒ Interpretación restrictiva / INCOMPATIBILIDAD DEL LITERAL C) DEL NUMERAL 2 DEL ARTÍCULO 8 DE LA LEY 80 DE 1993 ‒ Cónyuge o compañero permanente ‒ Servidores de los niveles directivo, asesor o ejecutivo ‒ Control interno o fiscal / LA ENTIDAD RESPECTIVA ‒ Alcance ‒ Entidad estatal contratante ‒ Personería jurídica / ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS ‒ Personería jurídica ‒ Sector administrativo ‒ No extensión analógica de las incompatibilidades


	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_08_11_010555




Estimado señor Ramírez:
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 3 de agosto de 2026, trasladada a esta Agencia por la Procuraduría General de la Nación mediante oficio S-2026-041694 del 6 de agosto de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“Primera. ¿Cuál es el alcance jurídico de la expresión ‘la entidad respectiva’ contenida en el artículo 8, numeral 2, literal c), de la Ley 80 de 1993?
Segunda. Para efectos de dicha disposición, ¿la expresión ‘la entidad respectiva’ hace referencia exclusivamente a la persona jurídica estatal que comparece como parte en el contrato y manifiesta el consentimiento contractual por conducto de su representante legal, o puede comprender otras entidades públicas con personería jurídica propia pertenecientes al mismo sector administrativo?
Tercera. Cuando la entidad contratante corresponde a un establecimiento público del orden nacional con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, ¿dichas características resultan jurídicamente relevantes para determinar el alcance de la incompatibilidad prevista en el artículo 8 de la Ley 80?
Cuarta. ¿La circunstancia de que la necesidad contractual haya sido identificada, estructurada técnicamente o posteriormente atendida por una dependencia perteneciente a una entidad pública distinta de la entidad contratante modifica el alcance jurídico de la expresión ‘la entidad respectiva’ contenida en el artículo 8 de la Ley 80?
Quinta. En un supuesto abstracto en el cual el cónyuge del contratista desempeñe el cargo de Jefe Nacional del Área de Control Interno de la Policía Nacional, ¿el análisis de la incompatibilidad prevista en el artículo 8 de la Ley 80 debe realizarse exclusivamente respecto de la entidad estatal que celebra el contrato o puede extenderse a otra entidad estatal con personería jurídica propia perteneciente al mismo sector administrativo?
Sexta. ¿La interpretación de las incompatibilidades previstas en el artículo 8 de la Ley 80 admite extensión por analogía entre entidades públicas con personalidad jurídica independiente pertenecientes al mismo sector administrativo, o por el contrario debe sujetarse a un criterio de interpretación estricta atendiendo al principio de legalidad?
Séptima. ¿Existe doctrina institucional vigente, concepto jurídico, precedente administrativo o línea jurisprudencial que haya analizado expresamente la aplicación del artículo 8, numeral 2, literal c), de la Ley 80 cuando la entidad contratante corresponde a un establecimiento público con personería jurídica propia y el servidor público respecto del cual se predica la incompatibilidad presta sus servicios en otra entidad pública perteneciente al mismo sector administrativo? En caso afirmativo, respetuosamente solicito indicar las providencias, conceptos o documentos que soportan dicho criterio.
Octava. En caso de no existir doctrina institucional unificada sobre las cuestiones consultadas, respetuosamente solicito se indique expresamente dicha circunstancia”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación Pública o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.  	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: (i) ¿cuál es el alcance de la expresión “la entidad respectiva” contenida en el numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 y, en particular, de la incompatibilidad prevista en su literal c)?; (ii) ¿la referida incompatibilidad se predica únicamente de la entidad estatal contratante o se extiende a otras entidades públicas con personería jurídica propia pertenecientes al mismo sector administrativo, incluso cuando una de estas identifica o estructura la necesidad contractual?; y (iii) ¿el régimen de inhabilidades e incompatibilidades del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública admite interpretación extensiva o aplicación analógica?

2. Respuesta:

	En atención a los problemas jurídicos planteados, es necesario precisar que las inhabilidades e incompatibilidades constituyen restricciones a la capacidad para contratar con las entidades estatales y, en cuanto limitan el ejercicio de derechos, solo pueden tipificarse en la Constitución o en la ley, son taxativas y su interpretación debe ser restrictiva, sin que sea admisible su ampliación por vía de interpretación extensiva o de analogía. Sobre el particular se precisa:

(i) La expresión “la entidad respectiva” del encabezado del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 alude a la entidad estatal contratante, esto es, a la persona jurídica que adelanta el proceso de selección y que comparece como parte en el contrato manifestando su consentimiento por conducto de su representante legal. La lectura sistemática del numeral confirma este alcance: el literal b) se refiere expresamente a los servidores públicos y a quienes ejercen el control interno o fiscal “de la entidad contratante”, y el literal c) contempla la situación del cónyuge, compañero o compañera permanente de esos mismos servidores. En consecuencia, la incompatibilidad del literal c) se configura cuando el servidor con quien existe el vínculo ejerce el cargo de nivel directivo, asesor o ejecutivo, es miembro de la junta o consejo directivo, o desempeña funciones de control interno o de control fiscal en la entidad con la cual se pretende contratar.
(ii) Cuando la entidad contratante es un establecimiento público, sus atributos de personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y patrimonio independiente, previstos en la Ley 489 de 1998, sí resultan jurídicamente relevantes: en cuanto persona jurídica distinta, es respecto de ella —y no de otras entidades del sector al que se encuentra adscrita o vinculada— que debe examinarse la configuración de la causal. La pertenencia a un mismo sector administrativo es un criterio de orientación y coordinación que no unifica la personalidad jurídica de las entidades que lo integran ni las convierte en una sola “entidad” para efectos del régimen de inhabilidades e incompatibilidades. Del mismo modo, la circunstancia de que la necesidad contractual haya sido identificada, estructurada o posteriormente atendida por una dependencia de otra entidad pública no modifica la condición de parte contratante ni amplía el alcance de la causal.

(iii) El régimen de inhabilidades e incompatibilidades no admite extensión por analogía ni interpretación extensiva: conforme a la línea reiterada de esta Subdirección, tales restricciones solo pueden tipificarse en la ley o la Constitución y su interpretación debe ser restrictiva, en aplicación del principio pro libertate. Lo anterior no obsta para que, en cada caso, los partícipes examinen de manera independiente la eventual configuración de conflictos de interés y los deberes que de ellos se derivan, análisis que se rige por normas y criterios distintos de las causales de inhabilidad e incompatibilidad.

Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en un asunto particular y concreto, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad establecerá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente validarla.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

(i) Para resolver los problemas jurídicos planteados, esta Agencia considera necesario partir del fundamento y de las características del régimen de inhabilidades e incompatibilidades en la contratación estatal, para luego examinar el alcance de la expresión “la entidad respectiva” del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 y, finalmente, analizar la incidencia de la personería jurídica de los establecimientos públicos y de la pertenencia a un mismo sector administrativo en la configuración de la incompatibilidad del literal c).
El artículo 6 de la Ley 80 de 1993 consagra, como regla general, la capacidad de las personas legalmente capaces para celebrar contratos con las entidades estatales. Las inhabilidades e incompatibilidades son excepciones a esa regla: restricciones o límites especiales que impiden participar en los procesos de selección o celebrar contratos, establecidas por el constituyente o el legislador para preservar la moralidad administrativa, la transparencia, la imparcialidad y la prevalencia del interés general. Dentro de ese régimen, el numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 –que integra, junto con la Ley 1150 de 2007, el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública– dispone, en su encabezado y en los literales b) y c), lo siguiente:
“Tampoco podrán participar en licitaciones o concursos ni celebrar contratos estatales con la entidad respectiva: […] b) Las personas que tengan vínculos de parentesco, hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil con los servidores públicos de los niveles directivo, asesor ejecutivo o con los miembros de la junta o consejo directivo, o con las personas que ejerzan el control interno o fiscal de la entidad contratante. c) El cónyuge compañero o compañera permanente del servidor público en los niveles directivo, asesor, ejecutivo, o de un miembro de la junta o consejo directivo, o de quien ejerza funciones de control interno o de control fiscal”.
Sobre la naturaleza de estas causales, existe línea consolidada de esta Subdirección conforme a la cual las inhabilidades e incompatibilidades, al ser restricciones o límites especiales a la capacidad contractual, solo pueden tipificarse en la ley o la Constitución, son taxativas y su interpretación debe ser restrictiva, pues admitir una interpretación amplia convertiría los enunciados legales en supuestos indeterminados, con grave afectación de la igualdad, el debido proceso, la seguridad jurídica y el principio de legalidad[footnoteRef:2]. En consecuencia, debe rechazarse la interpretación extensiva o analógica dirigida a ampliar el alcance de las causales legalmente fijadas, y las dudas sobre su configuración se resuelven en aplicación del principio pro libertate, esto es, en el sentido que menos restrinja la capacidad de contratar[footnoteRef:3]. [2:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1107 del 17 de septiembre de 2025: “las inhabilidades e incompatibilidades al ser restricciones o límites especiales […] solo pueden tipificarse en la ley o la Constitución […] y su interpretación debe ser restrictiva”. En el mismo sentido, Concepto C-1111 del 11 de septiembre de 2025.]  [3:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-884 del 14 de agosto de 2025, que aplica el principio pro libertate en la interpretación de las causales de inhabilidad e incompatibilidad.] 

(ii) Precisado lo anterior, corresponde examinar el alcance de la expresión “la entidad respectiva”. El encabezado del numeral 2 del artículo 8 anuncia que las personas incursas en las causales que enumera no podrán participar en licitaciones ni celebrar contratos estatales “con la entidad respectiva”, y el literal b) precisa que los servidores públicos y quienes ejercen el control interno o fiscal relevantes para la causal son los “de la entidad contratante”. De la lectura sistemática de ambos apartes se desprende que la entidad respecto de la cual se predica la incompatibilidad es la entidad estatal contratante: la persona jurídica que adelanta el proceso de selección y que comparece como parte en el contrato, manifestando su consentimiento por conducto de su representante legal. El literal c), que contempla al cónyuge, compañero o compañera permanente del servidor público de los niveles directivo, asesor o ejecutivo, del miembro de junta o consejo directivo o de quien ejerce funciones de control interno o de control fiscal, participa de la misma estructura: la causal se configura cuando dicho servidor ejerce el cargo o la función en la entidad con la cual se pretende contratar, pues es allí donde el vínculo matrimonial o marital puede comprometer la transparencia y la imparcialidad que la prohibición protege.[footnoteRef:4] [4:  Ley 80 de 1993, artículo 6, sobre la capacidad para contratar con las entidades estatales.] 

Este entendimiento se confirma con la estructura de la organización administrativa. Conforme a la Ley 489 de 1998, la Rama Ejecutiva se integra, entre otros, por los ministerios y departamentos administrativos y por las entidades descentralizadas que les están adscritas o vinculadas; los establecimientos públicos, como entidades descentralizadas, se caracterizan por su personería jurídica, su autonomía administrativa y financiera y su patrimonio independiente. La personería jurídica propia implica que el establecimiento público es un sujeto de derecho distinto de la entidad cabeza del sector y de las demás entidades que lo integran: contrata en su propio nombre, por conducto de su representante legal, y responde con su propio patrimonio. Por su parte, la pertenencia a un mismo sector administrativo es un criterio de dirección, orientación y coordinación de la actividad administrativa, que no unifica la personalidad jurídica de las entidades del sector ni permite tratarlas como una sola entidad para efectos de las causales de inhabilidad e incompatibilidad. Por ello, cuando la entidad contratante es un establecimiento público dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, tales atributos sí son jurídicamente relevantes: delimitan la entidad respecto de la cual debe examinarse la causal.[footnoteRef:5] [5:  Ley 489 de 1998, artículos 38 y 39 (integración de la Rama Ejecutiva del poder público y de la administración pública), 42 (sectores administrativos) y 70 (características de los establecimientos públicos: personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y patrimonio independiente).] 

En el mismo orden, la circunstancia de que la necesidad contractual haya sido identificada, estructurada técnicamente o posteriormente atendida por una dependencia perteneciente a una entidad pública distinta de la contratante no modifica el alcance de la expresión “la entidad respectiva”. La condición de parte en el contrato estatal se determina por la manifestación del consentimiento contractual, no por la participación técnica o funcional de otras entidades en la fase de planeación; extender la causal a entidades que no comparecen como parte, con fundamento en esa participación, equivaldría a crear por vía interpretativa un supuesto de incompatibilidad no previsto por el legislador, en contravía de la taxatividad y de la interpretación restrictiva ya señaladas.
(iii) Lo expuesto responde igualmente la pregunta por la analogía: el régimen de inhabilidades e incompatibilidades no admite extensión analógica ni interpretación extensiva entre entidades públicas con personalidad jurídica independiente, aunque pertenezcan al mismo sector administrativo. Trasladadas estas premisas al supuesto abstracto planteado en la consulta –el del cónyuge de quien ejerce funciones de control interno en una entidad del sector–, el análisis de la incompatibilidad del literal c) del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993 debe efectuarse respecto de la entidad estatal que adelanta el proceso y celebra el contrato: si quien ejerce las funciones de control interno lo hace en una entidad distinta de la contratante, dotada de personería jurídica propia, la causal no se configura por ese solo hecho, sin que ello implique juicio alguno sobre situaciones particulares.
Con todo, conviene precisar que la inaplicabilidad de la causal no agota el análisis que corresponde a los partícipes de la contratación: de manera independiente, y conforme a normas y criterios distintos, deberá examinarse en cada caso la eventual configuración de conflictos de interés y los deberes de declaración y gestión que de ellos se derivan, materia que esta Subdirección ha distinguido expresamente del régimen de inhabilidades e incompatibilidades[footnoteRef:6]. [6:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-884 del 14 de agosto de 2025, que distingue el régimen de inhabilidades e incompatibilidades del análisis de los conflictos de interés.] 

Finalmente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver situaciones concretas relacionadas con la contratación de las entidades estatales corresponde a quienes tengan interés en ello, de modo que las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias particulares. Al tratarse de reglas que deben definirse en el marco de un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede fijar un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino brindar elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, conforme al principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá, en ejercicio de su competencia y previa valoración de los elementos fácticos y jurídicos de su proceso, la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.


4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia. Artículo 209.
· Ley 80 de 1993. Artículos 6 y 8.
· Ley 1150 de 2007.
· Ley 489 de 1998. Artículos 38, 39, 42 y 70.
· Decreto Ley 4170 de 2011. Artículo 3, numeral 5, y artículo 11, numeral 8.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Resolución 469 de 2025.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre el fundamento, la taxatividad y la interpretación restrictiva de las inhabilidades e incompatibilidades, y sobre las causales del numeral 2 del artículo 8 de la Ley 80 de 1993, esta Subdirección se pronunció, entre otros, en los Conceptos C-884 del 14 de agosto de 2025, C-1107 del 17 de septiembre de 2025 y C-1111 del 11 de septiembre de 2025. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación: https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718 

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente 
Instagram: @colombiacompraeficiente_cce





Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: Texto
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	Elaboró:          
	Gloria Elizabeth Arango Builes
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Revisó: 
	Juan David Cárdenas Cabeza
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Aprobó: 
	Carolina Quintero Gacharná
Subdirectora de Gestión Contractual ANCP – CCE
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